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1. PRIMERA PARTE: PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 
 
1.1 Problema de investigación. 
 
¿Los efectos jurídicos que produjo el Presidente de la República al: 1. 
objetar por inconveniencia o por inconstitucional el proyecto de acto legislativo 
007/11 Senado – 143/11 Cámara ―por medio del cual se reforman los artículos de 
la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan 
otras disposiciones. 2. Al expedir el decreto 1351 de 2012 por el cual se convoca 
al Congreso a sesiones extraordinarias para examinar las objeciones por 
inconveniencia e inconstitucionalidad del proyecto de acto legislativo 007/11 
Senado – 143/11 Cámara por medio del cual se ―reforman los artículos de la 
Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras 
disposiciones? 
 
1.1.1 Descripción del problema 
 
Con la Constitución Política de 1991, el constituyente primario, por 
intermedio de los integrantes de la Asamblea Nacional Constituyente, delegó la 
facultad reformatoria de la Constitución, al Congreso, a la Asamblea Constituyente 
y al pueblo -mediante referendo-, quienes se están en la obligación de cumplir el 
procedimiento establecido en la Constitución y en la ley para realizar el trámite de 
la reforma.  
Es así como se estableció en el artículo 375 de la Constitución los requisitos 
para la presentación de los proyectos de actos legislativos y el procedimiento que 
debe cursar al interior del Congreso de la República, para que se pueda reformar la 





este precepto (i) pueden presentar proyectos de acto legislativo el Gobierno, diez 
miembros del Congreso, el 20% de los concejales o de los diputados, y los 
ciudadanos en un número equivalente al menos al 5% del censo electoral vigente; (ii) 
el trámite del respectivo proyecto debe tener lugar en dos períodos ordinarios y 
consecutivos; (iii) para su aprobación el proyecto requiere ocho debates; (iv) en los 
primeros cuatro debates, el proyecto debe ser aprobado por la mayoría de los 
asistentes; (v) en los segundos cuatro debates, se requiere el voto de la mayoría de 
los miembros de cada cámara; (vi) en el segundo periodo sólo pueden debatirse 
iniciativas presentadas en el primero; y (vii) entre la primera y la segunda vuelta, el 
Gobierno debe publicar el proyecto (SCC 524/2013) 
La Honorable Corte Constitucional, como la guardiana de la integridad y la 
supremacía de la Constitución, afirmo que no es dable al Gobierno, objetar actos 
legislativos y que, la sanción es un requisito de validez establecido por la 
Constitución única y exclusivamente para las leyes. Por tanto, esa exigencia no es 
aplicable a los actos legislativos. Además, los Actos Legislativos mediante los 
cuales el Congreso reforma la Constitución no requieren de sanción presidencial, 
porque las decisiones de la voluntad constituyente no pueden, por su misma 
naturaleza, quedar subordinadas a la aquiescencia de ningún poder constituído, 
salvo la competencia estricta y precisa atribuída a la Corte para efectos del control 
formal (SCC 543/1998). 
   Ahora bien, el Gobierno Nacional expuso dentro del plenario contentivo de 
las objeciones, que el Presidente de la Republica se obliga a garantizar los 
derechos y libertades de todos los colombianos, mediante el cumplimiento cabal 
de la Constitución y la ley, y como servidor público cumplir y defender la 
Constitución y desempeñar los deberes que le incumben. Al realizar una análisis 
detallado de la Constitución y de la Jurisprudencia de la Corte Constitución 
Nacional, los argumentos del ejecutivo no tienen fundamentos jurídicos, ya que la 
Guardiana de Constitución, desde otrora, había referido la imposibilidad de 
acometer objeciones a actos legislativos por parte del ejecutivo, de acuerdo a lo 






1.2 Hipótesis  
 
No es dable al Presidente de la Republica, de acuerdo a la Constitución, la 
ley y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, realizar objeciones por 
inconveniencia o inconstitucionalidad a los actos legislativos aprobados por el 
Congreso de la Republica, y menos arrogarse la potestad de legislador para crear 
un procedimiento constitucional en aras de enmendar errores del Congreso de la 
Republica cuando actúa como poder constituyente. 
 
1.3 Justificación  
 
En un estado social y democrático de derecho, enmarcado en la división de 
poderes, como principio fundante de Estado, es menester analizar la actuación del 
ejecutivo cuando decide –so pretexto de la presunción de legalidad de sus actos-
crear un procedimiento constitucional para objetar el proyecto de acto legislativo 
que reformaría la justicia, en aras de enmendar errores del Congreso de la 
República durante el trámite del acto, desconociendo los principios 
constitucionales y legales, usurpando funciones al poder constituyente. 
Amparado en la presunción de legalidad que recaen sobre los actos 
expedidos por los poderes legítimos del Estado, algunas autoridades se atreven a 
proferir actos que desbordan las funciones enmarcadas en la Constitución y la ley, 





1.4.1 Objetivo General  
 
Establecer las consecuencias jurídicas para el Estado Social y Democrático 
de derecho, cuando el presidente de la Republica desconoce los principios 





en la Constitución ni en la ley, desconociendo el principio responsabilidad de los 
servidores públicos. 
 
1.4.2 Objetivos Específicos 
 
 Establecer los requisitos para que el Congreso de la República de Colombia 
expida un acto legislativo. 
 
 Establecer el procedimiento para derogar o declarar la inexequibilidad los 
actos legislativos. 
 
 Determinar si al Presidente de la República  es competente para objetar 
actos legislativos. 
 
 Establecer la línea jurisprudencia proferida por la Corte Constitucional con 
la relación a los requisitos de formación de los actos legislativos. 
 
1.5 Estrategia Metodológica  
 
1.5.1 Forma de Investigación  
 
La presente investigación es jurídica, toda vez que además de establecer 
los requisitos constitucionales, legales y jurisprudenciales, contemplados en el 
ordenamiento jurídico colombiano para el trámite de proyectos de actos 
legislativos, se analiza los efectos jurídicos de los procedimientos ejecutados por 
el ejecutivo durante el trámite de la reforma a la administración de justicia. 
 
1.5.2 Tipo de Investigación  
 
El trabajo de grado se fundamenta en el tipo de investigación documental, 





emanada de la interpretación de los fallos de constitucionalidad realizado por la 
Corte Constitucional, específicamente al trámite de los proyectos de ley, a la 
facultad de objeción y de convocatoria a sesiones extraordinarias para el trámite 
de los proyectos de actos legislativos por pate del gobierno y así  como también 
por parte del Consejo de Estado en su función residual de guardián de la 
Constitución.    
 
1.5.3 Métodos de Investigación 
 
Se realiza a través del análisis del artículo 375 de la Constitución y la línea 
jurisprudencial, que resulta ser un método inductivo, logrando conclusiones 
generales, del estudio particular de la jurisprudencia,  realizando correlación entre 
la establecido en la Constitución, lo estudiado y analizado por la corte 
constitucional y el consejo de estado y la función del ejecutivo en el trámite de 
actos legislativos y como poder constituido. 
Con el estudio se analiza el desborde de poder por parte del ejecutivo al 
agregar un trámite más al proceso de proyecto de acto legislativo, como es el de 
las objeciones, y el expedir un decreto ilegal, como el que convocó al Congreso de 
la Republica a sesiones extraordinarios para tramitar el acto legislativo, acto este 
que quedo incólume por la falta de pronunciación de los órganos que garantizan la 
guarda e integridad de la Constitución.  
 
1.6 Estado del Arte    
 
En este segmento se hace un breve resumen de la línea  jurisprudencial 
proferida por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, que sirven de 
referencia en esta investigación. 
 Se hace análisis entre las principales sentencias proferidas por el máximo 
Tribunal Constitucional, atinente al procedimiento de formación de los actos 
legislativos proferidos por el Congreso de la República en su potestad de 





proceso de formación de los proyectos de actos legislativos y proyectos de ley, y 
la ley 5 de 1992 en lo correspondiente a la aplicabilidad de sus normas al proceso 
de formación de actos legislativos. 
Se estudia la sentencia 11001-03-24-000-2012-00220-00 proferida por el 
Consejo de Estado, mediante el cual declara la nulidad del decreto 1351 de 2012 
proferido por el Gobierno Nacional mediante el cual convocó al Congreso de la 
Republica a sesiones extraordinarios para tramitar la objeciones al proyecto de 
acto legislativo que reformaba la administración de justicia. Asimismo se analiza, 
porque para el autor de la presente investigación el Honorable Consejo de Estado 
no tenía competencia para estudiar la nulidad por inconstitucionalidad del citado 
decreto a la luz de la doctrina jurisprudencial.    
 
1.6.1 Algunas Reflexiones Sobre la procedencia de objeciones presidenciales a 
proyectos de actos legislativos 
 
Dado la controversia política – jurídica que suscito el proyecto de acto 
legislativo 007/11 Senado – 143/11 Cámara, -por medio del cual se reformaban 
artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y 
se dictaban otras disposiciones-, que dieron origen a que el Presidente de la 
República lo objetara por observar serias deficiencias jurídicas y de conveniencia 
que atentan gravemente contra el orden constitucional y la seguridad jurídica de 
los colombianos* y posteriormente promulgará el decreto 1351 de 2012 por el cual 
convoca al Congreso a sesiones extraordinarias para examinar dichas objeciones; 
surgieron demandas en contra del proyecto de acto legislativo y del decreto que 
convocaba al Congreso a sesiones extraordinarias para analizar las objeciones al 
proyecto de acto legislativo, demandas que fueron resueltas por la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado, en su función de guardianas de la 
integridad constitucional; asimismo pronunciamientos de estudiosos del derecho 
                                            
*





apoyando la decisión del ejecutivo de objetar los proyectos actos legislativos, así 
como contradictores. 
 
El Doctor Rodrigo Uprimny Yepes, de la Universidad Externado, conjuez de 
la Corte Constitucional, en publicación del 26 de junio de 2012  manifestó que, el 
tema jurídico de si ¿Puede o no el presidente objetar un acto legislativo, esto es, 
una reforma constitucional aprobada por el Congreso? ¿Y puede o no citar a 
sesiones extraordinarias para discutir esas objeciones?, no es un tema ni evidente 
ni pacífico, pero para él la respuesta es afirmativa; aunque la primera reacción que 
tuvo el conjuez de la Corte Constitucional ante el tema jurídico fue negativa, ya 
que el presidente no podía objetar un acto legislativo, básicamente por dos 
razones: i) porque la Constitución (arts 165 a 168), al regular las objeciones 
presidenciales, habla explícitamente de proyectos de ley y no de actos legislativos; 
y ii) porque recordaba algunas sentencias en donde la Corte Constitucional había 
concluido que la Constitución no faculta al presidente a objetar una reforma 
constitucional (Uprimny, 2012), cambiando la postura cuando se planteó 
supuestos facticos en donde el constituyente derivado abusando del poder 
reformatorio de la Constitución, tramita proyectos de actos legislativos 
completamente inconstitucionales y catastróficos para el Estado Social y 
Democrático de Derecho, siendo constatado por el Presidente de la República 
antes de la publicación; teniendo como base de los siguientes argumentos:  
Es cierto que la Constitución, al regular las objeciones, establece 
literalmente que estas se presentan en proyectos de ley. También es cierto que el 
artículo 375 de la Carta, al regular los actos legislativos, no menciona la 
posibilidad de objeción. Eso sugiere entonces que no puede haber objeción frente 
a actos legislativos, por lo cual la conclusión de la Corte en las citadas sentencias 
no es irrazonable. 
 
1. El artículo 375 C.P no regula integralmente la forma como se aprueba un acto 





a los actos legislativos le son aplicables muchas de las reglas que rigen la 
aprobación de los proyectos de ley. 
  
2. La Corte Constitucional ha considerado que algunas exigencias de trámite legal 
se aplican también a los actos legislativos, regla jurisprudencial que la Corte ha 
desarrollado, con respaldo en el artículo 227 del Reglamento del Congreso o Ley 5 
de 1992, siempre y cuando aquellas no sean incompatibles con el trámite propio 
de una reforma constitucional (Uprimny, 2012). 
 
3. Las objeciones presidenciales no son incompatibles con un acto legislativo.  
 
El artículo 166 de la Constitución Nacional de 1991 avala las objeciones a los 
proyectos de ley, por parte del Gobierno Nacional, pero en lo que respecta a las 
objeciones de los proyectos de actos legislativos el artículo 375 ibídem es claro en 
establecer el procedimiento a seguir en el proceso de formación de un acto 
legislativo, dentro del cual no se incluyó las objeciones por parte del gobierno, ya 
que la entrada en vigencia no se supedita por sanción del ejecutivo, ni lo autoriza 








2. SEGUNDA PARTE: PRECISIONES CONCEPTUALES, TEÓRICAS 
HISTÓRICAS Y LEGALES 
 
2.1 Precisiones Conceptuales 
 
2.1.1 Ramas del Poder Público  
 
 
La separación de poderes es un principio fundante de la Constitución de 
1991, pues se infiere un poder limitado susceptible de control, que tiene como fin 
las libertades de las personas frente al estado, dentro de un marco de democracia 
participativa y pluralista (RCE 11001-03-24-000-2012-00220-00).  
Un Estado es Social y Democrático de Derecho cuando promueve el 
desarrollo del Estado de bienestar y reivindica los principios de dignidad humana, 
trabajo, solidaridad de las personas y prevalencia del interés general, asimismo el 
poder no recae en única autoridad, siendo su eje principal es el bienestar de la 
comunidad y la participación de estos en las decisiones que los afecta.  
 
El Estado Social de Derecho hace relación a la forma de organización 
política que tiene como uno de sus objetivos combatir las penurias 
económicas o sociales y las desventajas de diversos sectores grupos o 
personas de la población prestándole asistencia y protección (sentencia 
T-426 de junio 24 de 1994)  (negrilla fuera del texto)   
 
La Asamblea Nacional Constituyente definió, en el artículo 113 de la 
Constitución política, la estructura del Estado Colombiano, determinando que son 
ramas del poder público, la legislativa, la ejecutiva y la judicial, asimismo, hacen 





funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus 
fines.     
Como lo afirma Bobbio (1986),  las sociedades modernas buscan 
actualmente los mejores medios para transitar hacia un modelo de organización 
política en el que la democracia formal se vuelva más real, la democracia política 
se extienda a la sociedad y la democracia representativa se complemente con 
mecanismos de democracia directa (SCC 180/1994). 
 
 
2.1.2 Poder Ejecutivo    
 
 
En cabeza del presidente de la Republica como jefe de Estado, jefe de 
gobierno y suprema autoridad administrativa, encargado de cumplir y hacer la 
Constitución y las leyes, garantizando los derechos y libertades de todos los 
colombianos. 
De manera general, las funciones de Jefe de Estado son aquéllas que 
denotan de manera clara la voluntad de la Nación de conformar una unidad 
política propia, tales como las referidas a las relaciones internacionales. A su vez, 
las funciones que desempeña en su calidad de Jefe de Gobierno serían aquellas 
relacionadas con la fijación de políticas, de derroteros para la conducción del país, 
mientras que las cumplidas como Suprema Autoridad Administrativa son las 
dirigidas a mantener el funcionamiento normal de la administración pública (SCC 
496/1998). 
Del estudio sistemático de la Constitución Política se puede establecer que 
dentro de las funciones de rango constitucional otorgadas por el constituyente 
primario al Presidente de la República como jefe de Estado, jefe de gobierno y 
suprema autoridad administrativa, NO le fue otorgada la función de objetar los 







Si bien el artículo 227 de la ley 5 de 1.992, permite por analogía dar aplicación de 
algunas reglas del trámite normal legislativo al trámite de los proyectos de actos 
legislativos, la Corte Constitucional como guardiana de la Constitución, ha 
establecido que no procede las objeciones presidenciales en los actos legislativos 
como tampoco la sanción, porque implicaría una injerencia del ejecutivo –como 




2.1.3 Poder legislativo. 
 
En cabeza del Congreso de República, -senado y cámara de 
representantes- está la función de reformar la Constitución, hacer las leyes y 
ejercer control político sobre el gobierno y la administración (CP art. 114). 
El constituyente primario quiso que a través de Congreso de la Republica, 
se desarrollara la vida legislativa del Estado, mediante la expedición de leyes; de 
igual forma le otorgo la facultad de reformar la Constitución política, al igual que a 
la asamblea constituyente y al pueblo. 
Cabe preguntarse porque motivo el constituyente primario al otorgar la 
facultad reformatoria de la Constitución al Congreso de la república cerceno al 
ejecutivo la potestad de objetar proyectos de actos legislativos y de sancionarlos.  
Con la promulgación de la Constitución Nacional de 1991, el pueblo a 
través de sus representantes a la asamblea nacional constituyente, delegaron la 
función reformatoria de la Constitución al Congreso de la República, como poder 
constituyente derivado del pueblo, en reconocimiento del principio de soberanía 
que recae en el pueblo. 
Al ser la reforma constitucional un procedimiento autónomo, es el Congreso 
República, por medio de sus cámaras, el encargado de tramitar los actos 
legislativos en forma autónoma sin injerencia de otro poder, que desconocería la 
voluntad del soberano, situación que previo el constituyente primario en el 






2.1.4 Poder Judicial    
 
 
Hace parte de la separación tripartita del poder, encargada de la 
administración de justicia, entre los que encontramos la jurisdicción ordinaria, la 
jurisdicción contenciosa administrativa, la jurisdicción constitucional y las 
jurisdicciones especiales y la Fiscalía General de la Nación. 
Con el poder judicial se completa la división tripartita del poder, que debe 
tener todo Estado que sea considerado democrático de derecho, ya que con la 
división del poder se evitan arbitrariedades y se logra un control efectivo entre los 
diferentes órganos, con el fin de garantizar la participación democrática de todos 
en las decisiones que nos afecta.  
 
 
2.1.5 Mecanismos para Reformar la Constitución  
 
 
Lo mecanismos de reforma de la Constitución Política, se encuentra 
taxativamente descritos en el artículo 374 de la misma norma, a saber, el 
Congreso, la Asamblea Constituyente, el pueblo mediante referendo.   
Toda vez que la investigación está dirigida al trámite de proyecto de acto 
legislativo, específicamente al debía que reformar la administración de justicia, 
radicado 007/11 Senado – 143/11 Cámara, objetado por el presidente de la 
república, y a la expedición del decreto 1351 de 2012 proferido por el ejecutivo 
que convoco al Congreso a sesiones extraordinarias para examinar dichas las 
objeciones, no se entrara en detalles en cuanto a los otros mecanismos 
establecidos para la reforma de la Constitución.   
 
2.1.6 Proyecto de Ley 
 
Es fundamental para el desarrollo de la presente investigación, la definición 





el trámite y el contenido; es menester advertir del porqué de las diferencias 
procedimentales y de contenido de estos y aquellos.    
El proyecto de ley es, una propuesta de ley presentada al Congreso para 
estudio que aún no ha sido aprobada, mediante la cual se pretende desarrollar los 
preceptos constitucionales. El proyecto de acto legislativo al igual que el proyecto 
de ley es una propuesta presentada al Congreso para estudio que aún no ha sido 
tramitada ni aprobada, pero la diferencia central radica no se pretende desarrollar 
preceptos constitucionales sino reformar los mismos, sin atentar interferir en sus 
principios cardinales.  
Para que un proyecto de ley se vuelva ley, debe el Congreso de la 
República cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 157 de la 
Constitución Política, toda vez que es el Congreso el escenario natural de debate 
para la aprobación de leyes o actos legislativos que rigen la vida jurídica del 
Estado Social de Derecho; como bien lo dicho la Honorable Corte Constitucional 
―…los proyectos de ley como los proyectos de actos legislativos se llevan al 
Congreso de la república para que debata acerca de su contenido, examine en 
profundidad el alcance y los propósitos de la propuesta y adopte de manera 
autónoma su decisión según lo estime conveniente, siendo inherente a la función 
legislativa y a la constituyente derivada; toda vez que el desconocimiento del 
procedimiento legislativo hace nugatoria la ley ante una eventual revisión por parte 
de la Corte Constitucional.          
Ahora bien, las leyes son el desarrollo de los preceptos constitucionales, 
por lo que no le es dable modificar o suprimir la arquitectura constitucional, 
contrario sensu ocurre con la expedición de actos legislativos que tiene la facultad 
de modificar parcialmente la Constitución en virtud del poder constituyente 
derivado, en todos aquellos aspectos que no interfieran con sus principios 
cardinales, es decir, con las decisiones políticas fundamentales adoptadas por el 








2.1.7 Procedimiento Acto Legislativo 
 
 
Por ser tema nuclear en la investigación, toda vez que fue de un proyecto 
de acto legislativo, como el que reformaba la justicia, de donde surgieron las 
objeciones presidenciales y la expedición del decreto 1351 de 2012 por el cual se 
convocaba al Congreso a sesiones extraordinarias para examinar las objeciones 
presidenciales que se presentaron al proyecto de acto legislativo 007/11 Senado – 
143/11, me remitiré al estudio comparativo y detallado que realizó la Honorable 
Corte Constitucional en sentencia C-222-1197, con ponencia del Doctor José 
Gregorio Hernández Galindo, entre los preceptos constitucionales de trámite de 
proyectos de ley y tramites de proyectos de actos legislativos.  
Es la propia Constitución la que ha señalado los requisitos de debe cumplir 
el Congreso de la República en su facultad reformatoria, los cuales son esenciales 
para la validez de la decisión y que, por corresponder cualitativamente a una 
función distinta a la legislativa, son también más difíciles y exigentes.   
Es así como el artículo 375 de la Constitución establece, que el trámite de 
los actos legislativos debe darse en dos periodos ordinarios y consecutivos, que el 
primero de ellos debe ser aprobado por la mayoría de los asistentes y una vez 
culminado debe ser publicado por el gobierno, en el segundo solo podrán 
debatirse las iniciativas aprobadas en el primero y  su aprobación debe ser por la 
mayoría de los miembros de cada cámara. 
 El legislador dispuso en la ley 5 de 1992 que las disposiciones pertinentes y 
compatibles contenidas en la ley referidas al proceso legislativo ordinario que no 
sean incompatibles con las regulaciones constitucionales, tendrán en el trámite 
legislativo constituyente plena aplicación y vigencia.  
Ahora bien, la Corte Constitucional en el análisis del artículo 375 de la C.P 
ha sido clara en manifestar cuales apartes del procedimiento legislativo 
contemplados en la Constitución y en la ley orgánica del Congreso son aplicables 
al trámite de los actos legislativo; dejando definido que 1. En materia de 





primer periodo de sesiones y antes de iniciar el segundo con el fin de dar a 
conocer al Congreso y a la sociedad, los cambios que pueda sufrir la Constitución 
Política, para que pueda ser debatida con base al principio de la democracia 
participativa, de igual forma que, en el segundo periodo solo sean debatidas la 
iniciativas presentadas en el primero. 2. Que a diferencia del trámite de proyectos 
de ley, los actos legislativos requieren para su validez de ocho debates, no siendo 
propio del procedimiento relativo a modificaciones de la Constitución el 
artículo 163 de la carta, porque implicaría una injerencia del ejecutivo en la 
libre y autónoma decisión constituyente del Congreso (SCC 222/1997) 3. Lo 
estatuido en el artículo 157 numeral 4 de la Constitución en concordancia con el 
artículo 165 ibídem, no es aplicable al trámite de proyectos de actos legislativos, 
ya que, el artículo 375 de la Constitución no supedita la entrada en vigencia de 
estos a la sanción del ejecutivo ni menos lo autoriza para objétalas. (negrilla fuera 
del texto original)          
 
2.1.8 Acto Legislativo 
 
 
Es una forma de reformar a la Constitución Política, por parte del Congreso 
de la República y por autorización expresa de la misma.   
En palabras del autor de este trabajo, es la manifestación de la voluntad del 
constituyente primario delegada en el constituyente derivado, para reformar la 
Constitución en aquellos apartes que no sean basilares y que no afecten los 
principios y libertades.    
El acto legislativo tiene una alta importancia dentro del marco jurídico 
político de la República de Colombia, siendo el único mecanismo democrático que 
no permite la intervención directa y veraz del constituyente primario dentro de su 
trámite para la reforma de la Constitución Política. Es mediante éste trámite 
legislativo, que puede decirse, es autónomo del Congreso de Republica, que se 





constituyente primario, como sucede en la reforma constitucional mediante 
referendo o por intermedio de la Asamblea Constituyente. 
Es importante resaltar en este punto que el procedimiento de formación y 
control de constitucionalidad del acto legislativo se rige por el procedimiento 
constitucional que la misma carta estableció, así como por la ley 5 de 1992 y por la 
doctrina jurisprudencial del Tribunal Superior Constitucional.   
 
 
2.2 Precisiones Teóricas 
 
 
2.2.1 Corte Constitucional 
 
Es una creación de la Constitución de 1991, como órgano autónomo 
encargada de la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución Política. 
Entre otras funciones, es la encargada de decidir sobre las demandas de 
inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos reformatorios 
de la Constitución. 
Para garantizar la Supremacía de la Constitución como norma de normas, 
el constituyente primario lo doto de la facultad del control de constitucionalidad al 
igual que al Consejo Estado, en aquellos eventos que no sea de competencia 
este. 
La Corte Constitucional fue creada por la actual Constitución Política, 
vigente desde el 7 de julio de 1991. La Corte es un organismo perteneciente a la 
rama judicial del Poder Público y se le confía la guarda de la integridad y 
supremacía de la Carta Política, siendo más precisos las funciones de la 
honorable Corte Constitucional se encuentran descritas en el artículo 241 de la 
Constitución, consisten en decidir sobre las demandas de constitucionalidad que 
promuevan los ciudadanos contra las leyes, los decretos con fuerza de ley 
dictados por el Gobierno y los actos legislativos reformatorios de la Constitución; 
resolver sobre la constitucionalidad de la convocatoria a un referendo o a una 





constitucionalidad de los referendos sobre leyes, las consultas populares y los 
plebiscitos del orden nacional; ejercer el control constitucional sobre los decretos 
legislativos dictados por el Gobierno al amparo de los estados de excepción; 
decidir definitivamente acerca de las objeciones por inconstitucionalidad que el 
Gobierno formule contra proyectos de ley y de manera integral y previa respecto a 
los proyectos de ley estatutaria aprobados por el Congreso; resolver acerca de las 
excusas para asistir a las citaciones realizadas por el Congreso en los términos 
del artículo 137 de la Carta; decidir sobre la exequibilidad de los tratados 
internacionales suscritos por el Estado colombiano y de las leyes que los 
aprueben y revisar las decisiones judiciales relacionadas con la acción de tutela de 
los derechos constitucionales prevista en el artículo 86 de la Constitución.  
La Corte, como cabeza de la jurisdicción constitucional, conoce de manera 
exclusiva de los asuntos de constitucionalidad cuyo análisis le confía la Carta 
Política y establece, en su condición de intérprete autorizado, las reglas 
jurisprudenciales sobre el alcance de las normas contenidas en la Constitución. 
Según lo dispuesto en el artículo 239 de la Constitución y el artículo 44 de la Ley 
270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia, la Corte Constitucional 
está integrada por nueve magistrados, nombrados por el Senado de la República 
para períodos individuales de ocho años de ternas designadas por el Presidente 




2.2.2 Consejo de Estado       
 
Es el máximo órgano de la jurisdicción Contenciosa Administrativa, que al 
igual que la Corte Constitucional tiene la función de preservar la guarda e 
integridad de la Constitución Nacional, función que al tenor del numeral segundo 
del artículo 237 ibídem es residual, ya que conoce de las acciones de nulidad por 
inconstitucionalidad de los decretos dictados por el gobierno nacional, cuya 





I. La jurisdicción contencioso administrativa  
 
―Interesa recordar que la jurisdicción contencioso administrativa es nueva 
en el mundo, y novísima en Colombia. Primero llegó a la Francia revolucionaria, 
utilizando al efecto el Consejo de Estado que creó Napoleón en 1799, el cual se 
tecnificó en 1806 mediante la creación en su seno de una Comisión Contenciosa 
—compuesta de Maitres de Requete y de auditores— que ejerció la llamada 
"justicia retenida", para luego, en 1872, adquirir carácter jurisdiccional mediante la 
expedición de la Ley de 24 de mayo de ese año, originando así, aunque solo para 
casos especiales, la llamada "justicia delegada" o propia. Así empezó a someterse 
los actos de la administración pública al control jurisdiccional de legalidad. Luego, 
con el fallo "Cadot" de 1889, tal Consejo se auto-confirió la competencia general 
de dicho control sobre la actividad administrativa. Con estas medidas nació la 
jurisdicción en cuestión, y el derecho administrativo, y se afianzó la existencia del 
Estado de Derecho al predicarse la vigencia del principio de legalidad, de sujeción 
de la administración a la ley.  
En Colombia, la enseñanza francesa se utilizó en 1910 para limitar los 
abusos políticos de la Regeneración, cuando la reforma constitucional de aquel 
año —promovida y realizada por el movimiento bipartidista que se llamó 
Republicanismo— introdujo en la Carta la autorización a la ley para crear esa 
jurisdicción. Para entonces teníamos un Consejo de Estado que desde el 30 de 
octubre de 1817 había creado Bolívar en Angostura, organismo que luego volvió a 
crear en el decreto de la dictadura de 27 de agosto de 1828, revivido en la Carta 
de 1886 porque la Constitución de 1853 lo había suprimido. Pero era un Consejo 
apenas consultivo y asesor, carente de funciones jurisdiccionales.  
En desarrollo de la facultad constitucional dada en 1910, la Ley 130 de 
1913 creó por vez primera la jurisdicción contencioso administrativa a cargo de un 
Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo •—el general Reyes y su 
Asamblea Constituyente habían suprimido el Consejo de Estado en 1905— y de 
Tribunales Seccionales. Ese Tribunal funcionó desde el primero de abril de 1914 





Méndez —quien lo presidió—, Diego Mendoza, Próspero Márquez y Daniel J. 
Reyes. Había sido creada la jurisdicción pero no restablecido el Consejo de 
Estado, por la vía constitucional. Ese restablecimiento lo realizó el Acto 
Reformatorio de la Constitución, de 10 de septiembre de 1914, integrando el 
organismo con el primer designado y seis vocales, dándole la misma jerarquía de 
la Corte Suprema de Justicia y señalándole funciones consultivas, asesoras de la 
administración y las jurisdiccionales "que señale la ley". Se expidió entonces la 
Ley 60 de 1914, noviembre 5, "orgánica del Consejo de Estado", el cual quedó 
dividido en las Salas de Negocios Generales y en la de lo Contencioso 
Administrativo. Así constituido, se instaló en pleno el 17 de diciembre de 1914, 
bajo la presidencia del designado, general Jorge Holguín, y con la asistencia de 
los Consejeros Bonifacio Vélez, Manuel Dávila Flórez y Próspero Márquez —de la 
Sala de Negocios Generales—, y de Jesús Perilla V., Adriano Muñoz y Luis Felipe 
Rosales, de la de lo Contencioso Administrativo (Rodríguez, 1983)‖.  
 
2.3 Precisiones Legales 
 
2.3.1 Constitución Política de 1991  
 
Para el Doctor Diego Younes Moreno la Constitución es el catálogo de 
derechos de las personas frente a las autoridades públicas (parte dogmática) y un 
diseño de organización del poder público (parte organiza). También es, desde 
luego, un sistema de controles diseñado para garantizar que la actividad de 
los poderes públicos se ejerza con arreglo a las normas jurídicas (Estado de 
derecho) (negrilla fuera del texto original).  
En la Constitución se incorporaron principios nucleares que hacen posible la 
existencia del Estado Social de Derecho, así como un sistema de control de los 
poderes públicos para evitar que estos principios se hagan nugatorios por la 
extralimitación de poder. 
El constituyente primario bien entendió que la Constitución al ser un sistema 





ejerza con arreglo a las normas jurídicas, dividió el poder entre las ramas del 
poder público –ejecutivo, legislativo, judicial y órganos autónomos e 
independientes-, para que cumplir funciones autónomas que conlleven mediante la 
colaboración armónica a la realización de los fines del Estado. 
Si bien es cierto quedó establecido en la Constitución la colaboración 
armónica por parte de las ramas de poder público, también los es que, cada uno 
de los poderes públicos tienen funciones autónomas delimitadas en la 
Constitución y en la ley, las cuales deben cumplir y acatar, en caso contrario los 
servidores deben responder por la infracción, omisión o extralimitación. 
Al presidente de la Republica en su calidad de jefe de Estado, jefe de 
gobierno y suprema autoridad administrativa, no le fue otorgada la facultad 
reformatoria de la Constitución, en cuanto a la función de objetar proyectos de 
actos legislativos y de convocar al Congreso de la Republica a sesiones 
extraordinarios para tramitar objeciones a proyectos de actos de legislativos. Esto 
se deduce del estudio sistemático e integral de la Constitución.   
 
A la Corte Constitucional le fue otorgada una de las principales funciones que le 
puede ser otorgada a una autoridad pública en un Estado Social  y Democrático 
de Derecho, como es el de, la guarda, integridad y supremacía de la norma de 
normas, como es considerada la Constitución política en el artículo 4 superior. 
Competencia que de forma residual se fue otorgada al Consejo de Estado. 
(numeral 2, articulo 237 C.P).     
Al ser la Constitución Política de 1991 la voluntad del pueblo en la cual 
recae la soberanía, se estableció en el artículo 374 ibídem que únicamente podría 
ser reformada por el Congreso, una asamblea constituyente y por el pueblo 
mediante referendo; de igual forma en el artículo 375 ibídem estableció una serie 
de requisitos sine qua non para la validez de los actos legislativos, de los cuales la 
Corte Constitucional ha indicado que algunas de las disposiciones del Reglamento 
del Congreso resultan aplicables al trámite de los Actos Legislativos, por expresa 






2.3.2 Procedimiento de los actos legislativos según la Constitución, la ley y la 
Jurisprudencia. 
 
Por ser de gran importancia dentro del presente tema, me permitiré 
transcribir el artículo 375 de la Constitución Política, ya que de la lectura detenida 
del citado precepto se entiende de forma razonada y sin asomo de duda, que la 
facultad de objetar, otorgada al ejecutivo, en el procedimiento de proyectos de ley, 
no le fue otorgada para el procedimiento de actos legislativos, al igual que la 
facultad de convocar al Congreso a sesiones extraordinarias, ya que su injerencia 
interfiere en la voluntad del constituyente derivado para reformar la Constitución 
Política. 
ARTICULO 375. Podrán presentar proyectos de acto legislativo el Gobierno, 
diez miembros del Congreso, el veinte por ciento de los concejales o de los 
diputados y los ciudadanos en un número equivalente al menos, al cinco por 
ciento del censo electoral vigente. 
El trámite del proyecto tendrá lugar en dos períodos ordinarios y 
consecutivos. Aprobado en el primero de ellos por la mayoría de los 
asistentes, el proyecto será publicado por el Gobierno. En el segundo período 
la aprobación requerirá el voto de la mayoría de los miembros de cada 
Cámara. 
En este segundo período sólo podrán debatirse iniciativas presentadas en el 
primero. 
 
Según este precepto, (i) pueden presentar proyectos de acto legislativo el 
Gobierno, diez miembros del Congreso, el 20% de los concejales o de los 
diputados, y los ciudadanos en un número equivalente al menos al 5% del censo 
electoral vigente; (ii) el trámite del respectivo proyecto debe tener lugar en dos 
períodos ordinarios y consecutivos; (iii) para su aprobación el proyecto requiere 





por la mayoría de los asistentes; (v) en los segundos cuatro debates, se requiere 
el voto de la mayoría de los miembros de cada cámara; (vi) en el segundo periodo 
sólo pueden debatirse iniciativas presentadas en el primero; y (vii) entre la primera 
y la segunda vuelta, el Gobierno debe publicar el proyecto (SCC 524/2013). 
La Ley 5 de 1992, -Reglamento del Congreso-, establece en el artículo 222, 
que las normas expedidas por el Congreso que tengan por objeto modificar, 
reformar, adicionar o derogar los textos constitucionales, se denominan Actos 
Legislativos, y deberán cumplir el trámite señalado en la Constitución y en éste 
reglamento. El artículo 227 ibídem consagra, además, que las disposiciones 
contenidas en los capítulos anteriores, referidas al proceso legislativo ordinario, 
que no sean incompatibles con las regulaciones constitucionales, tendrán en el 
trámite legislativo constituyente plena aplicación y vigencia (SCC 208/2005). 
Además de los requisitos establecidos en el precepto en mención, la Corte 
Constitucional en sentencia 040 de 2010 con ponencia del DR. Luis Ernesto 
Vargas Silva, concluyo, también son exigibles al trámite de proyectos de actos 
legislativos los siguientes requisitos: i) En materia de iniciativa legislativa, pueden 
provenir del Gobierno, de los miembros del Congreso en número no inferior a 10, 
del veinte por ciento de los concejales o de los diputados, y de los ciudadanos en 
un número equivalente al menos al cinco por ciento del censo electoral vigente 
(C.P. Art. 375). ii) El proyecto debe publicarse en la Gaceta del Congreso antes de 
darle curso en la Comisión respectiva (C.P. artículo 157-1 y Ley 5ª de 1992. Art. 
144). iii) El proyecto debe tener informe de ponencia en la respectiva comisión 
encargada de tramitarlo, y a él tendrá que dársele el curso correspondiente (C.P. 
Art. 160). iv) El proyecto deberá aprobarse en dos períodos ordinarios y 
consecutivos, de la siguiente manera: en la primera legislatura o período ordinario 
por la mayoría de los asistentes y en la segunda legislatura o período ordinario por 
la mayoría de los miembros de cada Cámara (C.P. Art. 375). v) Aprobado el 
proyecto en el primer período, el Gobierno deberá publicarlo (C.P. Art. 375). vi) 
Durante el segundo período ordinario solamente pueden debatirse iniciativas 
presentadas en el primero (C.P. Art. 375 y Ley 5ª de 1992 Art. 226). vii) Entre el 





entre la aprobación del proyecto en una de las Cámaras y la iniciación del debate 
en la otra, deberán transcurrir por lo menos quince días (C.P. Art. 160). Del mismo 
modo, deberá cumplirse con el requisito de anuncio previo de la votación en cada 
uno de los debates.  (C.P. Art. 160). viii) Durante el segundo debate cada Cámara 
podrá introducir al proyecto las modificaciones, adiciones y supresiones que 
juzgue necesarias (C.P. Art.160 y Ley 5ª Art. 226). ix) En el informe para la 
plenaria en segundo debate, el ponente deberá consignar la totalidad de las 
propuestas que fueron consideradas por la comisión y las razones que 
determinaron su rechazo (C.P. Art.160). x) Cuando surjan discrepancias entre las 
Cámaras respecto del proyecto, ambas integrarán comisiones de conciliación que 
procurarán conciliar los textos, y en caso de no ser posible, definirlo por mayoría 
(C.P. Art.161). xi) El título del acto legislativo deberá corresponder exactamente a 
su contenido, y a su texto precederá esta fórmula: "El Congreso de Colombia, 
DECRETA:" (C.P. Art. 169). xii) Igualmente, para lo que interesa al presente 
análisis, debe insistirse en que los proyectos de acto legislativo están sujetos al 
cumplimiento de los principios de consecutividad e identidad flexible. 
En precedencia, el DR. José Gregorio Hernández Galindo, en sentencia 
222 de 1997, realizó análisis de las exigencias constitucionales de la reformas a la 
Constitución por vía de acto legislativo, por demanda de inconstitucionalidad 
presentada en contra el acto legislativo 001 de 15 de enero de 1995, de la cual se 
extrajo que los requisitos para reformar la Constitución por medio de un acto 
legislativo se encuentra previsto en la misma Constitución; la validez de estos 
radica en que se hayan agotado los ocho debates en su totalidad; no está 
facultado el Ejecutivo para objetar los proyectos de actos legislativos; la vigencia 
de los proyectos de actos legislativos no está supeditada a la sanción del 







2.3.3 Efectos Jurídicos del Ejecutivo al objetar el proyecto de acto legislativo 
007/11 Senado – 143/11 Cámara. 
 
Bien es conocido que el proyecto de acto legislativo que pretendía reformar 
la justicia se volvió altamente inconveniente para el funcionamiento del Estado, 
para la administración pública y para vigencia de derechos y garantías públicas, 
por cuenta de Congresistas que sin el menor escrúpulo realizaron cambios 
sustanciales al proyecto. También lo es que, fue el mismo gobierno el que 
presentó el proyecto de acto legislativo, que culminó con el desconocimiento de 
los preceptos constitucionales y los criterios jurisprudenciales emanados de la 
Corte Constitucional.  
Con base a lo anterior, el Ejecutivo interpretó las normas procesales 
constitucionales a su conveniencia, para objetar por deficiencia jurídica e 
inconveniencia el proyecto de acto legislativo; asimismo para expedir el decreto 
1351 de 2012 mediante el cual convocó al Congreso  de la República a sesiones 
extraordinarias para tramitar las objeciones que hizo al proyecto de acto 
legislativo, desconociendo tajantemente el precepto constitucional que ordena que 
el trámite de los proyectos de actos legislativos se adelante en dos periodos 
ordinarios y consecutivos, tal como lo reconoció el Consejo de Estado en 
sentencia 11001-03-24-000-2012-00220-00, al declarar la nulidad del decreto en 
mención, e inexplicablemente desconoció el principio el responsabilidad jurídica 
(art. 6 C.P) en la que pudo haber incurrido el presidente de la Republica y los 
integrantes del Congreso que archivaron el proyecto de acto legislativo, ya que no 
dio cumplimiento a los establecido en el precepto 149 superior. 
Uno de los efectos jurídicos del proceder Ejecutivo al objetar el proyecto de 
acto legislativo, fue lograr que el acto no surgiere a la vida jurídica, pero también el 
de usurpar la función de legislador al crear requisitos adicionales al trámite de 
proyectos de actos legislativos, desconociendo la división de poderes y la voluntad 
del constituyente primario que le cerceno la facultad de objetar y de sancionar los 






El acto jurídico de proyecto de acto legislativo aún sigue vigente, porque 
cumplió con los requisitos establecidos en el artículo 375 de la Constitución, 
excepto el de la promulgación, teniendo a la fecha validez, ya que, la Corte 
Constitucional como máxima guardiana de la integridad y supremacía de la 
Constitución, se declaró inhibida para conocer de la constitucionalidad del trámite 
surtido con el proyecto de acto legislativo; el Consejo de Estado en uso de la 
facultad residual de control de constitucionalidad, declaro la nulidad del decreto 
que convocó al Congreso de República a sesiones extraordinarias para tramitar 
las objeciones que el Ejecutivo hizo al proyecto de acto legislativo, pero, no se 
pronunció referente al trámite del proyecto antes de la expedición del citado 
decreto por no ser de su competencia.  
De igual forma el desconocer los mandatos constitucionales al haber 
convocado al Congreso a sesiones extraordinarias para el trámite de los proyectos 
de actos legislativos en contra de lo preceptuado en el inciso 2 del artículo 375 de 
la Constitución Política. (Situación corregida por el Consejo de Estado que en su 
competencia residual como guardián de la Constitución, estableció en la sentencia 
11001-03-24-000-2012-00220-00, que el presidente de la Republica desbordo su 
ámbito competencial al convocar al Congreso a sesiones extraordinarias para 
tramitar las objeciones al proyecto de acto legislativo). 
La expedición de actos jurídicos contrario a la ley y los pronunciamientos 
del poder judicial, en contravía vía del Estado Social y Democrático de Derecho, 
bajo el argumentos de la presunción de legalidad de los actos administrativos, 
socaba el principio de democracia, legalidad, y desconoce la división del poder.       
 
2.3.4  Pronunciamiento de la Corte Constitucional a las objeciones por parte del 
Ejecutivo al proyecto de  legislativo 007/11 Senado – 143/11 Cámara y a la 
expedición del decreto 1351 de 2012. 
 
En contra del proyecto de acto legislativo y el decreto en mención fueron 






Sentencia C – 474 de 2013. 
 
Accionantes: Pablo Bustos Sánchez (D-9200) y Alfredo Castaño Martínez 
(D-9208) 
 
Magistrado ponente: NILSON PINILLA PINILLA 
 
Normas constitucionales aparentemente trasgredidas: Los artículos 
157, 165, 168, 374, 378 y 380 de la Constitución Política (D-9200);  Artículos 1°, 
3°, 4°, 13, 149, 150, 157, 160, 165, 168, 178, 184, 235, 374, 375 y 378 de la 




1. Los actos legislativos no requieren sanción ni promulgación, por lo que la 
vigencia de este tipo de normas jurídicas solamente tiene lugar con la 
aprobación de los debates en el Congreso de la República. 
 
2. Improcedencia de las objeciones presidenciales en el trámite actos legislativos, 
pues carece de sustento legal, “y mal pueden atajar o diferir la vigencia de la 
norma constitucional, por cuanto sus funciones son regladas, y por tanto 
introducir tal mecanismo para devolver un proyecto de acto legislativo al 
parlamento constituye la incorporación de un requisito e instancia inexistente, y 
abrogarse facultades sin sustento legal frente a una actuación reglada, que 




1. La iniciativa legislativa, surtió los ocho debates tal como lo establece el 
artículo 375 de la Constitución, en los dos últimos periodos constitucionales 





2. El Presidente de la República rebasó su competencia al presentar 
objeciones por razones de inconstitucionalidad e inconveniencia contra el 




1. Se han fijado dos momentos en los cuales se evalúa si la Corte Constitucional 
es competente o no para pronunciarse en relación con una demanda de 
inconstitucionalidad: 
 
(i) El primero tiene lugar cuando el Magistrado sustanciador se manifiesta 
sobre la admisión de la demanda, respecto de lo cual la jurisprudencia ha 
reconocido que “cada uno de los magistrados que integran esta Corporación 
son autónomos e independientes en el ejercicio del control de 
admisión”(SCC 1115 de 2003). 
 
En los eventos en los cuales la presunta incompetencia para conocer de una 
demanda de inconstitucionalidad no surge de una simple comparación de la 
norma acusada con las funciones atribuidas por la Constitución, la Corte ha 
señalado que se debe privilegiar la admisión y el ejercicio de los derechos 
ciudadanos para que sea la plenaria la que, mediante sentencia, defina esa 
controversia.  
(ii) El segundo momento en el cual puede evaluarse la competencia de la 
Corte Constitucional, se presenta cuando la Sala Plena se dispone a proferir 
sentencia (art. 6º Decreto 2067 de 1919). 
 
1 No hay conflicto de competencia entre el Consejo de Estado y la Corte 
Constitucional, porque no hacen parte de jurisdicciones diferentes, 
presupuesto necesario para que pueda ser propuesto y dirimido un conflicto 
de competencia ante la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 





2 Al no haber sido incorporado al ordenamiento jurídico el proyecto de acto 
legislativo como un acto reformatorio de la Constitución, no reúne las 
exigencias previstas en los artículos 241.1 y 379 de la carta política, para 
que la Corte pueda ejercer el control de constitucionalidad. 
 
Ratio Decidendi  
 
1. Es condición indispensable para emitir pronunciamientos de fondo frente a 
solicitudes de inconstitucionalidad, que los actos sometidos a control estén 
vigentes o que, de no estarlo, sigan produciendo efectos o sean 
susceptibles de producirlos, evento que no se presentó con el proyecto de 
acto legislativo ya que no nació a la vida jurídica, porque el presidente de 
República lo objeto por inconveniencia y el Congreso de la Republica lo 




Accionante: Jaime Araujo Rentería (D-9218) 
 
Magistrado ponente: JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB 
 
Demanda: Contra el decreto 1351 de 2012 y el texto conciliado y después 
aprobado por las plenarias de cámara y senado y listo para su publicación‖ del que 
fuera el proyecto de acto legislativo 007/11 Senado – 143/11 Cámara ―por medio 
del cual se reforman los artículos de la Constitución Política con relación a la 
Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones‖. 
 
Consideraciones (en lo que respecta al tema de investigación)  
 
 
1. De acuerdo a lo establecido en el artículo 241 de la Constitución Política la 





actos intermedios, actos de conclusión, y actos posteriores de ejecución de 
la reforma constitucional, mediante un control integral, ya que estos actos 
jurídicos están inescindiblemente ligados. 
 
2. Con la expedición del decreto 1351 de 2012 el gobierno se convirtió en 
constituyente al modificar la Constitución y crear como si fuera 
constituyente, una norma constitucional que le permitía objetar reformas 
constitucionales y al mismo tiempo citar a sesiones extraordinarias para 
una reforma constitucional contra los mandatos de la propia Constitución. 
 
3. La vulneración de los artículos 375 y 138 de la Constitución, la 
jurisprudencia constitucional ha prohibido objetar reformas constitucionales 
y citar a objeciones extraordinarias al Congreso de la república para que se 
ocupe de las reformas a la Constitución. 
 
4. El Congreso es incompetente para tomar decisiones sobre proyectos de 
actos legislativos en sesiones extraordinarios, de acuerdo a lo establecido 





1. El control de Constitucionalidad por parte de la Corte Constitucional recae 
sobre los actos jurídicos taxativamente enlistados de conformidad con el 
artículo 241 y el artículo 10 transitorio superiores y sobre todas las 
disposiciones con fuerza de ley o dirigidas a reformar la Constitución, así 
como sobre los procedimientos dirigidos a su adopción, lo que implica el 
examen de las decisiones y actos intrínsecamente ligados a dicho trámite. 
Además, en virtud de la exigencia de eficacia del control constitucional, la 
Corte puede examinar la constitucionalidad de actos administrativos 
dirigidos a compilar disposiciones de orden legal, en tanto reproducen el 





de la Carta, especialmente del modelo de control constitucional, (ii) un 
examen del contenido y fuerza normativa de los actos objeto de escrutinio, 
(iii) la exigencia de eficacia del control de constitucionalidad que se deriva 
de la cláusula de Estado Social de Derecho, y (iv) la premisa de que en un 
estado de derecho no pueden existir actos del poder público exentos de 
control, como una garantía del sometimiento efectivo de las autoridades y 
los ciudadanos al ordenamiento constitucional. 
 
2. Criterios que orientan la definición de las competencias de la Corte 
Constitucional: un criterio formal que atiende a las previsiones expresas 
del texto superior, y un criterio material, según el cual las disposiciones 
constitucionales deben ser interpretadas de forma sistemática y teleológica, 
teniendo en cuenta aspectos como el modelo de control constitucional 
introducido por la Carta de 1991, la obligación de garantizar el principio de 
supremacía constitucional, la eficacia del control constitucional, la premisa 
de que en un Estado Social de Derecho, no pueden existir actuaciones de 
las autoridades que no estén sujetas a control, y el contenido y fuerza 






Es condición indispensable para emitir pronunciamientos de fondo frente a 
solicitudes de inconstitucionalidad, que los actos sometidos a control estén 
vigentes o que, de no estarlo, sigan produciendo efectos o sean susceptibles de 
producirlos, evento que no se presentó con el proyecto de acto legislativo ya que 








2.3.5 ¿Por qué el presidente de la República tiene la facultad de objetar 
proyectos de ley, que son el desarrollo de la Constitución Política y no la 
facultad de objetar proyectos de actos legislativos que reforma la misma 
Constitución? 
 
De acuerdo a lo establecido en el artículo 167 de la Constitución Política, el 
presidente de la Republica puede objetar total o parcialmente los proyectos de ley 
antes de la sanción, por razones de inconveniencia o inconstitucionalidad; en el 
primero de los casos el proyecto de ley debe ser devuelvo al legislativo para que 
estudie las objeciones, en caso de ser reconsiderado por la mitad más uno de 
miembros de uno y otra cámara debe ser sancionado por el presidente de la 
República, en el segundo evento debe ser enviado a la Corte Constitucional en caso 
de insistencia por las cámaras, para que decida sobre su exequibilidad o 
inexequibilidad, obligando al ejecutivo a sancionar la ley en el primero de los eventos. 
La ley como desarrollo de los principios, valores, deberes y obligaciones 
consagrados en la Constitución Política, presenta para su formación o reforma, un 
trámite flexible a diferencia del trámite rígido exigido para la formación o reforma 
de los actos legislativos, apenas entendible, debido que la Constitución al ser 
norma de normas, cimenta la base jurídico política de la Nación. 
Ahora bien, al presidente de la Republica le es permitido presentar 
proyectos de ley - al igual que proyectos de actos legislativos- en el ámbito de su 
competencia, para reformar, modificar y derogar leyes que son, como bien se 
sabe, el desarrollo de la Constitución Política; asimismo el constituyente primario 
otorgó la facultad al ejecutivo de objetar y sancionar los proyectos de actos de ley, 
una vez aprobados por ambas cámaras. (Artículo 165 C.P). 
Contrario sensu, el articulo 375 ibídem no permite al ejecutivo objetar y 
sancionar proyectos de acto legislativo, contrario a lo que ocurre en la formación 
de la ley, situación que resulta descabellado y sin sentido, porque permitir objetar 
proyectos de ley que desarrollan la Constitución y no permitir objetar actos 
legislativos que modifican la estructura jurídica más importante del país, aun con 





contrariedad, como lo manifestó el presidente de la Republica en escrito de 25-06-
2012, la norma más importante del ordenamiento, el estatuto primordial de la 
Nación, se encuentra desprotegido frente a los abusos que pueden cometerse en 
el ejercicio de sus propios mecanismos de reforma. 
En objeciones presentadas por el ejecutivo al proyecto de acto legislativo 
07-11 senado – 143/2011 cámara, por medio del cual se reformaban artículos de 
la Constitución Política con relación a la administración de justicia y se dictan otras 
disposiciones, expuso: 
 
1. Algunas de sus normas atentan gravemente contra la integridad y 
supremacía de la Constitución, que por disposición de ellas misma está 
obligado a hacer respetar. 
 
2. La vulneración ostensible del trámite de aprobación de otras de las 
disposiciones del proyecto, que sin lugar a dudas no soportaría el más 
elemental control constitucional. 
 
3. No existe en el ordenamiento jurídico nacional un recurso jurídico 
inmediato que garantice con reconocida eficiencia la preservación de la 
integridad de la Constitución frente a vulneraciones manifiestas o groseras 
del procedimiento de reforma. 
 
4. Desde el punto de vista de la eficacia de la medida, el argumento de que la 
reforma constitucional puede ser demanda en sede constitucional resulta 
insuficiente porque la decisión de la Corte Constitucional respecto de la 
legitimidad del procedimiento de reforma sólo puede producirse tras la 
culminación de un proceso judicial cumplido (con la sentencia de 
inexequibilidad) según los términos de la ley, lo cual implica que la 
sentencia no será proferida sino después de varios meses de haber 






Ahora bien fue el mismo constituyente primario en el trámite de la reforma 
constitucional de 1991 el que cerceno al ejecutivo la facultad del objetar proyectos 
de actos legislativos, de lo contrario, trasladaría parte del poder constituyente 
derivado al ejecutivo, lo que desconoce la filosofía de esta potestad que radica 
exclusivamente en el pueblo como constituyente primario o, en su defecto, en el 
Congreso de la República, como constituyente derivado, pero nunca en el 
ejecutivo (RCE 11001-03-24-000-2012-00220-00).  
Entiéndase entonces, fue el constituyente primario en desarrollo de la 
Constitución de 1991, el que otorgó al ejecutivo la facultad de la iniciativa 
legislativa (artículo 375 C.P) para presentar proyectos de actos legislativos, y le 
quito el poder veto o injerencia en el trámite de los actos legislativos, con el fin de 
disminuir poderes y equilibrar la división tripartida del poder como principio 
fundante de un Estado democrático. 
Con base en lo anterior cabria hacerse el siguiente interrogante ¿son 
jurídicamente válidas las objeciones que presente el presidente de la República a 
proyectos de actos legislativos, que pretenden poner en riesgo la estabilidad 
jurídico política del Estado? 
De inicio arguyo que el presidente de la no está facultado para objetar 
proyectos de actos legislativos, sea que pongan en riesgo la estabilidad de orden 
jurídico o no, por las siguientes razones: 
 
1. Uno de los principios fundamentales de un Estado social de derecho es, el 
principio de división del poder, ya que la concentración de poder en un solo 
estamento gubernamental tiende al abuso de la autoridad y la arbitrariedad. 
 
2. Fue el mismo constituyente primario el que le cerceno la facultad de veto, 
ya que al otorgar esta facultad, le estaría delegando el poder constituyente 
derivado. 
 
3. De la lectura detenida y detallada del artículo 375 superior, se extrae que 





culminado el trámite del proyecto en los dos periodos ordinarios y 
consecutivos.  
 
4. En un Estado Social y Democrático de derecho el principio de legalidad en 
fundamental para el conocimiento y respeto de la normas que orientan la 
ida jurídica de la nación y de sus asociados. En desconocimiento o 
extralimitación de la misma genera inestabilidad jurídica.  
 
En síntesis, fue el mismo constituyente primario quien decidió, desde la 
formación de la carta constitucional del 1991, disminuir los poderes del ejecutivo y 
entregarle, entre otros, al Congreso de la República, como constituyente derivado, 
la facultad reformatoria de la carta política sin injerencia de poderes externos en 
su formación, porque en caso contrario, la voluntad del constituyente derivado 
quedaría supeditada a la decisiones del ejecutivo, haciendo nugatorio la 
disminución del poder que intento coartar en la reforma y viéndose afectada el 
principio de la división del poder. 
Es importante e interesante el argumento esbozada por el ejecutivo en el 
escrito de objeciones presentadas al Congreso de la República, cuando manifiesta 
que, ―algunas normas atentan gravemente contra la integridad y supremacía de la 
Constitución; las alternativas con que cuenta el sistema constitucional para impedir 
la vigencia de reformas constitucionales que se han producido con ostensible 
violación del trámite de reforma o con manipulación de la voluntad del Congreso 
no ofrecen la eficacia requerida para controlar las desviaciones evidentes o las 
inconstitucionalidades, además que si esos controles existen respecto de las leyes 
de la República (las objeciones presidenciales), y los actos de la Administración 
(suspensión provisional, juicio de legalidad y excepción de inexequibilidad), o de la 
norma de menor jerarquía del ordenamiento jurídico, ¿por qué no pueden existir 
para evitar la violación de la estructura jurídica más importante del país? Si los 
actos legislativos están sometidos a mayor rigidez, ¿Cómo entender que no 
puedan ser objetados para evitar violaciones manifiestas de la Constitución? Si en 





defectos, que pueden ser tempranamente detectados por el Gobierno a través de 
las objeciones gubernamentales, ¿por qué debemos aceptar que los procesos de 
reforma constitucional no tienen derecho a recibir el mismo privilegio frente a 
hechos equivalentes? No es acaso más lógico que ello ocurra desde la convicción 
de que una manipulación o una desviación del poder de reforma constitucional 
puede ser más devastador que el de una ley?‖ 
Comparto el interrogante planteado por el ejecutivo, cuando manifiesta que 
la norma de mayor jerarquía se encuentra desprovista de un medio idóneo, eficaz, 
eficiente y oportuno que permita corregir todos aquellos yerros, errores y 
desviación de poder que se pueda presentar en uno de los actos más importantes 
dentro del trámite legislativo, como lo es el acto legislativo, que modifica la 
Constitución Nacional, aunque difiero de la forma como se procedió en curso del 
proyecto de acto legislativo objeto de estudio en la presente investigación, porque 
si bien es cierto el proyecto de acto legislativo fue manipulado, tergiversado y 
desdeñado –aunque cabe anotar que el proyecto de acto legislativo antes de ser 
conciliado, no era no panacea que resolviera de fondo los problemas presentados 
en la justicia, como bien lo manifestó el senador Jorge Enrique Robledo Castillo en 
las consideraciones del informe de conciliación- también lo es que, el 
constituyente primario, como poder supremo, en quien reside la soberanía, con 
base al principio de democracia y división del poder, facultó al ejecutivo -como 
poder constituido, que hace parte de la rama ejecutiva y que colabora 
armónicamente para la realización de los fines constitucionales- para la 
presentación de proyectos legislativos, y le cerceno la facultad de veto, que le 
otorgo en el trámite legal. El constituyente primario al ser destinatario del poder 
originario y creador del orden jurídico -cuando toma el poder-, establece el 
derrotero constitucional y legal que debe acatar y cumplir las autoridades y los 
asociados (principio de legalidad y de la función pública). 
Así las cosas, el poder de reforma de la Constitución es una actividad de 
carácter normativo, que sigue los derroteros establecidos por el constituyente 
originario en la Constitución Política, estos limites se da por razón de la 





parcial, introducir cambios radicales al régimen político, social y económico que 
garantiza la Constitución, lo cual es competencia exclusiva de una Asamblea 
Constituyente. 
En conclusión, al encontrarse reglamentada el trámite de los proyectos de 
actos legislativos por la Constitución, y la ley, en lo que no sea incompatible con 
las regulaciones constitucionales, no es dable al ejecutivo objetar proyectos de 
actos legislativos, con el pretexto de la colaboración armónica entre las ramas del 
poder público para lograr los fines constitucionales, porque el articulo 121 ibídem 
es claro en indicar que, ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones 
distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley, y ni la una ni la otra le 
confirieron la facultad de objetar actos legislativos y menos de convocar al 
Congreso a reuniones extraordinarias para debatir tales objeciones. 
Aunque los proyectos de actos legislativos contengan normas que 
perjudiquen la estabilidad jurídica del país, fue el mismo constituyente originario 
quien decidió que el poder constituido no podía intervenir en la formación 
constitucional, y contrario sensu facultó a la Corte Constitucional como guardiana 
de la integridad y supremacía de la Constitución, -estadio donde debía ser 
estudiada la legalidad del procedimiento del proyecto de ley, porque así está 
establecido en orden jurídico constitucional, desconocerlo es dejar un precedente 
de vulneración de libre albedrio de quien lo realiza y una inestabilidad jurídica- 
para tomas las acciones pertinentes en cuanto a dichos actos, siempre y cuando 
sean demandados.   
 
2.3.6 ¿Es el decreto 1351 de 2012 mediante el cual se convocó al Congreso de la 
Republica a sesiones extraordinarias para debatir la objeciones 
presidenciales al proyecto de acto legislativo 007/2011 senado y 143/2011 
cámara, parte integral del acto legislativo o por el contrario en un acto 
administrativo autónomo? 
 
Sobre este punto manifiesta el Dr. Jaime Araujo Rentería, demandante en 





órgano competente para controlar los actos previos, concomitantes y posteriores 
al acto legislativo es la Corte Constitucional, por cuando el constituyente primario 
le confió la guarda, integridad y supremacía de la Constitución política. 
Asevera que la corte era competente para conocer de la demanda de 
inconstitucionalidad presentada contra el decreto 1351 de 2012, por los siguientes 
motivos: 
 
1. La Corte es competente para controlar los actos de inicio, los actos 
intermedios, los actos de conclusión y actos posteriores de ejecución de la 
reforma constitucional. 
 
2. Por ser de suma importancia, me permito transcribir el segundo de los 
argumentos, El control es integral, porque se proyecta sobre la forma y el 
contenido. La corte controla no sólo las reformas constitucionales, no sólo 
la ley, no sólo los proyectos de ley, no sólo los decretos con fuerza de ley; 
sino también todas aquellas normas jurídicas, que independientemente de 
su nombre y de la autoridad que las haya expedido, materialmente, o 
esencialmente equivalen a una ley; o que están inescindiblemente unidas o 
atadas a una ley o a una reforma constitucional. 
 
3. El decreto 1351 de 2012 ya que está inescindiblemente ligado a la 
reforma constitucional y también al acto legislativo que se tramitó; que se 
encuentra vigente; que lo único que le falta es su publicación. Y porque 
además, tanto el decreto de convocatoria que se refiere a las objeciones, 
como estas y el propio acto legislativo se refieren a temas de competencia 
del legislador, no del gobierno y en algunos casos de un legislador especial 
como es el estatutario. (negrilla fuera del texto original). 
 
4. Por ser guardiana de la integridad y supremacía de la Constitución. Por 
tener competencia de definir si se sustituye o no la Constitución con una 






El control de constitucionalidad de todo acto jurídico expedido por las 
autoridades de la Republica con contenido material de ley o modificatorio de la 
Constitución Nacional es competencia de la Corte Constitucional, así lo ha 
establecido la doctrina jurisprudencial de las cortes encargadas del control de 
supremacía de la carta constitucional, siendo “El parámetro de referencia para el 
control de constitucionalidad de un acto reformatorio de la Constitución está 
integrado por las normas del Título XIII de la Constitución que regulan el 
respectivo procedimiento; las normas constitucionales y orgánicas que resulten 
pertinentes en función del mecanismo de reforma constitucional de que se trate, y 
las normas constitucionales que regulan la competencia en materia de reforma 
constitucional (SCC 972/2004)‖.  
Es así como a sostenido la Corte Constitucional en su doctrina 
jurisprudencial, que tiene la faculta y competencia para ejercer un control judicial, 
por vía de acción pública de inconstitucionalidad, contra el acto reformatorio 
de la Constitución, por vicios de procedimiento en su formación, asimismo 
indicó que ―…es competente la Corte para conocer de todos los actos 
expedidos por las autoridades públicas que, según su competencia, tuvieren 
que intervenir en el complejo procedimiento de reforma constitucional por 
ésta vía, como actos propios del trámite de reforma constitucional. Sin lugar 
a dudas, contrario a lo que sostienen algunos intervinientes, una interpretación 
sistemática de la Carta Política evidencia que ninguna otra autoridad judicial 
es competente para pronunciarse acerca de la existencia o no de un vicio de 
forma durante el trámite de adopción del acto legislativo adoptado vía 
referendo. Por lo tanto, si la propia Constitución le entregó a la Corte 
Constitucional la competencia para conocer sobre la constitucionalidad de 
los actos legislativos, cualquiera sea su origen, por vicios de procedimiento 
en su formación, tratándose de un referendo entonces, las diversas etapas 
que concurren a la formación final del acto legislativo no pueden ser 
consideradas de manera individual y aislada del procedimiento 





forman parte de un procedimiento complejo de reforma constitucional. Así 
las cosas, los actos de trámite que culminan con un acto legislativo, no 
pueden ser controlados de manera separada por la jurisdicción contencioso 
administrativa. (Negrilla y subrayado fuera del texto original). 
De la misma manera, estableció que, el control de constitucionalidad debe 
ser integral y definitivo. Integral, en la medida en que versará tanto sobre el fondo 
como sobre la forma de todo el cuerpo normativo y tendrá como parámetro de 
juicio todo el articulado de la Constitución, y definitivo, por cuanto la sentencia de 
la Corte hará tránsito a cosa juzgada constitucional, de manera que las normas 
que fueron declaradas exequibles no podrán ser demandadas nuevamente (SCC 
972/2004). 
Ahora bien, analizaremos si el decreto 1351 de junio 25 de 2012 expedido 
por presidente de la Republica hace parte integral del proyecto de acto legislativo 
007/2011 senado y 143/2011 cámara, al que nos hemos referido, o por si el 
contrario es un acto administrativo o de gobierno.  
Una vez culminado el trámite legislativo del proyecto de acto legislativo 
007/2011 senado y 143/2011 cámara, por el Congreso de la República, se dispuso 
él envió del mismo al Presidente de la República para que cumpliera con la 
obligación constitucional de promulgar la reforma constitucional, (artículo 375 
C.N), hasta aquí la reforma era válida, porque ya había cumplido el trámite 
dispuesto por la Constitución Política, la ley 5 de 1992 y la jurisprudencia 
constitucional, solo quedaba aquel tramite como requisito de eficacia para que el 
proyecto de acto legislativo se incorporara la vida jurídica. 
Es así como el 25 de junio de 2012 el Ejecutivo expide el decreto 1351 
mediante el cual convoca al Congreso de la República a sesiones extraordinarias, 
para que tramite las objeciones que presentó al proyecto de acto legislativo que 
reformaba la administración de justicia, objeciones que fundamento en observar 
serias deficiencias jurídicas y de conveniencia que atentan gravemente contra el 
orden constitucional y la seguridad jurídica de los colombianos. Como sustento 
jurídico de dichas objeciones argumenta que el 1. Presidente de la Republica 





leyes, se obliga a garantizar los derechos y libertades de todos los colombianos. 2. 
El Presidente de la República está obligado a cumplir la Constitución, a acatarla 
(art. 4º C.P.), 3. Respetar y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente 
constituidas para mantener la independencia y la integridad nacionales, y 
colaborar con el buen funcionamiento de la administración de justicia (art. 95 
C.P.). 4. Como servidor público, es su deber cumplir y defender la Constitución y 
desempeñar los deberes que le incumben (art. 122 C.P.) 5. Colaboración 
armónica entre los diferentes órganos del Estado que tienen funciones separadas 
para la realización de sus fines. Además sostuvo que ―…Un análisis detenido de la 
institución de las objeciones gubernamentales, efectuado desde la perspectiva de 
los mecanismos constitucionales de protección de la Carta, permite llegar a la 
conclusión de que dicha figura (objeción) es compatible con los proyectos de actos 
reformatorios de la Constitución…‖. (entre paréntesis del autor). 
    A pesar que el constituyente primario le cerceno la facultad de objeción en 
los tramites de proyectos de actos legislativos y que es la misma carta política la 
que no permite que el Congreso de la República se reúna en sesiones 
extraordinarias para el trámite de proyectos de actos legislativos, el Ejecutivo 
usurpando funciones constitucionales, adiciono dos tramites al procedimiento de 
reforma constitucional, como lo fue, las objeciones y la reunión en sesiones 
extraordinarios para el trámite del proyecto. 
La Corte Constitucional ha sido clara en manifestar que le corresponde el 
control constitucional de todos aquellos actos de carácter general expedidos por 
las autoridades de la republica con contenido material de ley o con capacidad para 
reformar la Constitución, aunque formalmente le sea asignado otro nombre, como 
lo indicó en sentencia C-155 de 2005 cuando manifiesto que, ―el Reglamento Nº 
01 de 2003 del Consejo Nacional Electoral reguló funciones electorales, dado que 
sus normas reforman y adicionan el Código Electoral. Esto indica que si bien, 
formalmente, el Reglamento puede aparecer – y ser titulado -como un acto 
administrativo más del Consejo Nacional Electoral, en realidad él constituye una 





Si bien es cierto el Presidente de la República con la expedición del decreto 
1351 de 2012 mediante el cual convoca el Congreso de la Republica a sesiones 
extraordinarias para examinar las objeciones presentadas al proyecto de acto 
legislativo ya mencionado, desconoció lo preceptuado en la Constitución Política, 
e interpreto de forma errónea la ley y la jurisprudencia emanada de la Honorable 
Tribunal Constitucional como Guardián de la Constitución; también lo es que el 
decreto fue el que abrió la posibilidad para que el Congreso de la Republica se 
reuniera en sesiones extraordinarias a deliberar acerca de las objeciones del 
ejecutivo al proyecto de acto legislativo, de lo contrario no se hubiese archivado el 
proyecto de la acto legislativo. 
De lo anterior se puede colegir que, el decreto mediante el cual fue 
convocado el Congreso a sesiones extraordinarias para debatir dichas objeciones, 
es inescindible al trámite del proyecto de acto legislativo, -aunque es de aclarar, 
como se dijo anteriormente, la Constitución Política erradico la posibilidad de 
objeciones presidenciales en el trámite de proyectos de actos legislativos, 
igualmente la tramitación del mismo en sesiones extraordinarias por parte del 
legislativo-, ya que lo que se tramitó por disposición del decreto, fueron objeciones 
claras, precisas y concretas presentadas al proyecto de acto legislativo 007/2011 
senado y 143/2011 cámara, que reformaba la Constitución Política. 
 
Ahora bien, si el Congreso de la Republica hubiese denegado las 
objeciones presidenciales y en consecuencia promulga el acto legislativo; el 
decreto que convocó al Congreso a sesiones extraordinarias indiscutiblemente 
hacia parte integral del acto legislativo, -porque a pesar de no haber sido 
jurídicamente autorizado por la carta constitucional sesiones extraordinarias para 
el trámite de los proyectos legislativos, fue en vigencia de éste que el legislativo se 
reunió y archivo la iniciativa-, en consecuencia era competencia de la Corte 
Constitucional en control de constitucionalidad y no del Consejo de Estado. 
Las razones fundamentales para que la Corte Constitucional hubiese 







1. El Ejecutivo se arrogo la competencia de constituyente primario al modificar 
la Constitución creando dos requisitos adicionales al trámite de actos 
legislativos. 
 
2. Fue mediante el decreto que se le dio vida jurídica a los requisitos 
adicionales. 
 
3. La Constitución únicamente facultó al Congreso de la República, al pueblo y 
a la Asamblea Constituyente para su modificación. 
 
4. La modificación de la Constitución se realiza por los órganos facultados y 
por intermedio del procedimiento que ella misma estableció; en 
consecuencia dicho decreto se convirtió de hecho en un acto legislativo, 
que adiciono requisitos al trámite. 
 
5. El desconocimiento de la división de poderes, del principio de 
responsabilidad de los servidores públicos y de legalidad. 
 
6. Su competencia, como máxima guardiana de la integridad y supremacía de 
la Constitución.  
 
Contrario a lo anterior, el Consejo de Estado, declaró que la competencia 
para conocer del control de constitucionalidad, mediante la acción de nulidad por 
inconstitucionalidad, del decreto 1351, recaía en él, así lo manifestó  en sentencia 
11001-03-24-000-2012-00220-00, -Magistrada ponente Dra. María Claudia Rojas 
Lasso, con base en los siguientes fundamentos:  
 
1. El decreto no corresponde a ninguno de los decretos dictados por el 







2. La escindibilidad  del decreto 1351 de 2012 con el proyecto de acto 
legislativo, toda vez que no forma parte del trámite de formación del acto 
legislativo. 
 
3. A la expedición del decreto el proyecto de acto legislativo ya había 
culminado con la aprobación que las cámaras legislativas le impartieron en 
los 8 debates constitucionales que por demás surtieron ―en dos periodos 
ordinarios y consecutivos‖ conforme lo exige el articulo 375 superior. 
(negrilla y subrayado del autor) 
 
4. Como la Corte Constitucional se declaró inhibida para conocer del control 
de constitucionalidad, no puede (así se da a entender) el Consejo de 
Estado declinar su competencia para el conocimiento del decreto, 
pues este acto quedaría sin control alguno, lo cual es completamente 
ajeno al estado de derecho. (negrilla del autor)   
 
En concepto del autor de la presente investigación, erra el Honorable 
Consejo de Estado, cuando reclama para sí la facultad de control de 
constitucionalidad del decreto 1351 de 21012, por cuándo fue la misma Corte 
Constitucional que asevero que el decreto sub-examine fue una decisión adoptada 
en el trámite legislativo que no culminó con la adopción de un acto susceptible 
de control por ese Tribunal  (negrilla del autor); No culmino con un acto susceptible 
de control, por cuanto para la Corte Constitucional el proyecto de acto legislativo 
no surgió a la vida jurídica, así lo manifestó en sentencia C-524 de 2013:  
 
“esta Sala considera que carece de competencia para conocer de la 
demanda en lo que respecta a los cargos formulados contra el decreto 1351 
de 2012, puesto que se trata de una decisión adoptada en un trámite 
legislativo que no culminó con la adopción de un acto susceptible de control 





competente para analizar la constitucionalidad de decretos que hacen 
parte del trámite legislativo de actos del Congreso cuyo control es 
asignado por la Constitución a este Tribunal –proyectos de ley materia de 
control previo, leyes y actos legislativos-. No obstante, cuando dicho 
trámite no culmina con una decisión susceptible de control por esta 
Corporación, es decir, cuando dicho trámite resulta fallido, la Corte 
pierde su competencia porque ya no hay un acto cuya validez 
constitucional sea necesario examinar; dicho de otro modo, se presenta 
una especie de carencia actual de objeto. Por medio del decreto 1351 de 
2012, el Presidente convocó a sesiones extraordinarias al Congreso de la 
República con el fin de examinar las objeciones formuladas a un proyecto de 
acto legislativo. Debido a que el Congreso decidió archivar el proyecto, 
dicha reforma nunca fue promulgada ni surgió a la vida jurídica, en 
otras palabras, no se convirtió en acto legislativo. En consecuencia, la 
constitucionalidad del proyecto y su trámite no pueden ser examinados 
en esta oportunidad por este Tribunal, por carencia actual de objeto.  
 
Quiere decir lo anterior, que Corte Constitucional reconoció la 
inescindibilidad  del decreto 1351 de 2012 en el trámite legislativo, pero no realizó 
el control de constitucionalidad, porque el proyecto de acto legislativo no nació a 
la vida jurídica. Situación contraria hubiese ocurrido si el acto de acto legislativo 




2.3.7 Promulgación y Validez  
 
En cuanto a la promulgación y validez de los actos jurídicos, la Corte 
Constitucional manifestó que: 
 
―La promulgación es un paso posterior al momento de la existencia de la 





obligatoriedad de las normas parte del conocimiento de las mismas por los 
ciudadanos llamados a cumplirlas, no pudiendo exigírseles el deber de su 
observación en tanto ignoren su existencia. La publicación de la ley es 
condición necesaria para su obligatoriedad y oponibilidad, sin que la 
promulgación de la misma afecte la validez ni la existencia de la misma. Es 
la base del principio de publicidad, fundamento de la aplicabilidad y 
acatamiento del ordenamiento jurídico. La promulgación de las normas 
legales es una función y un deber del Presidente de la República. Según la 
norma constitucional, le corresponde como Jefe de Estado, Jefe de 
Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa, promulgar las leyes, 
obedecerlas y velar por su estricto cumplimiento (SCC 025/2012)‖.  
 
2.3.8  Conclusiones  
  
El constituyente primario dividió el poder entre las diferentes ramas del 
poder público y demás órganos que integran la República, otorgando funciones 
separadas pero con colaboración armónica. 
 
En el Estado Social y Democrático de derecho, la división del poder, es un 
principio fundante que permite que el poder no descanse en manos de una 
persona y para que entre las diferentes autoridades puedan controlarse. 
En el trámite del proyecto de acto legislativo que reformaba la justicia, se 
presentaron inconsistencias que atentan con la seguridad jurídica de la 
Constitución Nacional, tal como, 1. La modificación de hecho realizada por el 
ejecutivo a la Carta Política, cuando objeta el proyecto legislativo y convoca al 
Congreso de la Republica a sesiones extraordinarias para deliberar y decidir sobre 
las mismas. En referencia a la modificación de la Constitución, ―la Corte 
Constitucional en la sentencia C-551 de 2003, dijo que el poder de reforma de la 
Constitución se concreta en una competencia cuyo alcance no es ilimitado por lo 
que no es posible la sustitución, derogación o subversión de la Constitución.  Al 






―El Constituyente derivado no tiene entonces competencia para destruir la 
Constitución. El acto constituyente establece el orden jurídico y por ello, 
cualquier poder de reforma que el constituyente reconozca únicamente se 
limita a una revisión. El poder de reforma, que es poder constituido, no está, 
por lo tanto, autorizado, para la derogación o sustitución de la Constitución de 
la cual deriva su competencia. El poder constituido no puede, en otras 
palabras, arrogarse funciones propias del poder constituyente, y por ello no 
puede llevar a cabo una sustitución de la Constitución, no sólo por cuanto se 
estaría erigiendo en poder constituyente originario sino además porque estaría 
minando las bases de su propia competencia.‖ (SCC 551/2013) 
 
2. La trasgresión por parte del Congreso al artículo 149 superior al reunirse en 
extras para decidir sobre las objeciones presidenciales, desconociendo el artículo 
375 ibídem que lo prohíbe.  
 
El Consejo de Estado declaro la nulidad del decreto 1351 de 2012 mediante 
el cual el Presidente de la República ―convoca al Congreso de la República a 
sesiones extraordinarias‖, con efectos hacia el futuro, pero en el mismo 
pronunciamiento desconoció el mandato 149 constitucional que dispone que, los 
miembros del Congreso que participen en deliberaciones y decisiones fuera de las 
condiciones constitucionales deben ser investigados y sancionados conforme a las 
leyes.  
Colofón a lo anterior, se tiene un proyecto de acto legislativo válido, 
archivado por decisión del legislativo a solicitud del ejecutivo, y por connivencia de 
la Corte Constitucional que se negó a preservar la supremacía e integridad de la 
Constitución al inhibirse del control constitucional del decreto 1351 de 2012 que a 
toda luz hacia parte integral del trámite legislativo, permitiendo al ejecutivo 
adicionar al trámite legislativo, la potestad de objeciones presidenciales, la cual 
sigue vigente, ya que el Consejo de Estado declaró la nulidad del decreto por falta 





extraordinarias y no por improcedencia de objeciones a proyectos de actos 
legislativos. 
La promulgación es requisito sine qua non de obligatoriedad y oponibilidad, 
por lo que estoy de acuerdo con el Consejo de Estado cuando afirma que, el 
trámite del proyecto de acto legislativo culmino con la aprobación del octavo 
debate en el Congreso de Republica, pero no, cuando manifiesta que el decreto 
1351 de 2012 expedido por el Ejecutivo para convocar al legislativo a sesiones 
extraordinarias, es un acto político o de gobierno, de autonomía exclusiva del 
ejecutivo y que es escindible del trámite de proyecto de acto legislativo, porque el 
decreto por su mismo contenido se convirtió en un acto legislativo de hecho, que 
modifico la Constitución.     
Es un hecho nunca visto en vigencia de la Constitución de 1991, que a 
pesar de haber sido, en parte dilucidado por el Honorable Consejo De Estado, no 
se cuenta con la seguridad jurídica de conocer si el ejecutivo tiene la facultad de 
















Magistrado ponente:  
 
Demanda: Contra el decreto 1351 de 2012 y el texto conciliado y después 
aprobado por las plenarias de cámara y senado y listo para su publicación‖ del que 
fuera el proyecto de acto legislativo 007/11 Senado – 143/11 Cámara ―por medio 
del cual se reforman los artículos de la Constitución Política con relación a la 






La Corte Constitucional en conocimiento de la demanda de 
inconstitucionalidad contra algunos apartes del acto legislativo 01 de 1996 realizó 
análisis in extenso de las exigencias constitucionales de las reformas a la Carta 
Política por vía de acto legislativo, dejando claro que es la misma Constitución la 
que permite ser reformada por el Congreso, por una Asamblea Nacional 
constituyente, o por el pueblo mediante referendo. 
Al realizar el análisis del artículo 375 ibídem y el estudio comparado entre 
las normas constitucionales para la formación de actos legislativos con las de 





del ejecutivo en la formación de leyes no son aplicables a la formación de actos 
legislativos por cuanto, -se reitera- el artículo en mención no supedita la entrada 
en vigencia de las reformas constitucionales mediante acto legislativos a la 
sanción y menos a la objeción por parte del ejecutivo.      
 




Magistrado ponente:  
 
Demanda: Contra el decreto 1351 de 2012 y el texto conciliado y después 
aprobado por las plenarias de cámara y senado y listo para su publicación‖ del que 
fuera el proyecto de acto legislativo 007/11 Senado – 143/11 Cámara ―por medio 
del cual se reforman los artículos de la Constitución Política con relación a la 





Posteriormente la Corte Constitucional indico que ―…La sanción de un 
proyecto de ley es, entonces, el acto mediante el cual el Presidente de la 
República la suscribe y da fe de su existencia y autenticidad. Si el Presidente no 
cumpliere el deber de sancionar las leyes en los términos y según las condiciones 
que la Constitución establece, compete hacerlo al Presidente del Congreso, como 
lo ordena el artículo 168 de la Carta. La sanción es un requisito de validez 
establecido por la Constitución única y exclusivamente para las leyes. Por 
tanto, esa exigencia no es aplicable a los actos legislativos. Además, los 
Actos Legislativos mediante los cuales el Congreso reforma la Constitución 
no requieren de sanción presidencial, porque las decisiones de la voluntad 
constituyente no pueden, por su misma naturaleza, quedar subordinadas a la 





precisa atribuída a la Corte para efectos del control formal. (negrilla y 
subrayado fuera del texto original)        
 
3.1.3 Sentencia C- 208 de 2005 
 
Accionante: Paula Cadavid Londoño 
 
Magistrado ponente: Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ 
 
Demanda: los incisos 3 y 4 del artículo 13 del Acto Legislativo 01 de 
2003, por considerar que su trámite desconoció lo dispuesto en los 
artículos 160 y 375 Superiores, y los artículos 114-2, 177, 178, 179, 





Posteriormente la misma Corte Constitucional confirmo lo que 
jurisprudencialmente venía sosteniendo en cuanto al trámite de actos legislativos 
expedidos por el Congreso, y a la falta de competencia del ejecutivo para objetar y 
sancionar los mismos.  
 
―…El artículo 157-4 de la Constitución, exige que para que un proyecto sea 
ley debe haber obtenido la sanción del Gobierno. Esta posibilidad no se da 
en el caso de los actos legislativos pues el artículo 375, específico de las 
reformas constitucionales, no supedita su entrada en vigencia a la sanción 
del ejecutivo, ni autoriza a éste para objetarlas…‖ 
 
―…La Constitución exige en el artículo 375, para los actos legislativos un total de 







3.1.4 Sentencia C- 1040 de 2005 
 
Accionante: Blanca Linday Enciso 
 
Magistrado ponente: Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA y otros 
 
Demanda: Inconstitucionalidad de los artículos 1 y 2 del Acto Legislativo 01 de 




Criterios sentados por la jurisprudencia en cuanto al concepto de sustitución de la 
Constitución. Dijo: 
 
a. ―Que el poder de reforma definido por la Constitución colombiana está 
sujeto a límites competenciales. 
 
b. Que por virtud de esos límites competenciales el poder de reforma 
puede reformar la constitución, pero no puede sustituirla por otra 
integralmente distinta u opuesta. 
 
c. Que para establecer si una determinada reforma a la Constitución es, 
en realidad, una sustitución de la misma, es preciso tener en cuenta 
los principios y valores del ordenamiento constitucional que le dan su 
identidad. 
 
d. Que la Constitución no contiene cláusulas pétreas ni principios 
intangibles y que, por consiguiente, todos sus preceptos son 






e. Que el poder de reforma no puede, sin embargo, derogar, subvertir o 
sustituir en su integridad la Constitución.  
 
f. Que sólo el constituyente primario tendría la posibilidad de producir 
una tal sustitución.‖(SCC 1040 de 2005) 
 
El concepto de sustitución de la Constitución, declaró por primera vez 
inconstitucional una parte de un acto legislativo por sustitución parcial de la 
Constitución, y llegó a las siguientes conclusiones: 
 
―Primero, como la competencia de un órgano es el presupuesto para 
analizar el procedimiento que dicho órgano ha de seguir para expedir una 
norma, el análisis de si el reformador de la constitución actuó dentro de su 
órbita de competencia es una cuestión diferente y previa a la de juzgar si el 
procedimiento se llevó a cabo respetando las formas establecidas. También 
es una cuestión distinta a juzgar si el contenido material del acto acusado 
contradice la Constitución, lo cual escapa al control constitucional que 
ejerce la Corte sobre las reformas constitucionales.  
 
Segundo, la especificidad del juicio relativo a la competencia del reformador 
radica en que en éste la Corte se circunscribe a estudiar si el reformador 
sustituyó la Constitución, sin que por ello efectúe un control material 
ordinario del acto acusado. Es decir, en el juicio de sustitución no hay una 
comparación entre la reforma y la Constitución con miras a establecer si la 
primera contradice la segunda, dado que, por definición, una reforma 
constitucional contradice la Constitución por ella reformada.  
 
Tercero, el concepto de sustitución refiere a una transformación de tal 
magnitud y trascendencia, que la Constitución anterior a la reforma aparece 
opuesta o integralmente diferente a la que resultó después de la reforma, al 
punto que ambas resultan incompatibles. La jurisprudencia ha aludido a 
sustituciones totales y a sustituciones parciales y ha sostenido que el 





por tales aquellas en las cuales un eje definitorio de la identidad de la 
Constitución sea remplazado por otro opuesto o integralmente diferente. En 
ninguna de sus sentencias la Corte ha declarado inexequible una reforma 
constitucional por haber llegado a la conclusión de que el reformador 
excedió su competencia y sustituyó la Constitución, en todo o en parte. No 
obstante, la Corte ha suministrado ejemplos para ilustrar cuándo se estaría 
ante una sustitución total o parcial de la Constitución. Además, en las 
sentencias en las cuales declaró exequibles artículos de actos 
reformatorios de la Constitución  -fuesen estos referendos o actos 
legislativos- la Corte estableció que dichos actos no representaban 
sustituciones parciales de la Carta.  
 
Cuarto, la Corte ha subrayado que el concepto de sustitución se distingue de 
otros con los cuales no puede confundirse, tales como los de intangibilidad e 
irreversibilidad, o afectación y vulneración de contenidos, los cuales aluden 
a juicios materiales de las reformas constitucionales que escapan a la 
competencia de la Corte Constitucional. La Corte solo tiene competencia 
para verificar que el poder de reforma, que es constituido, no haya adoptado 
un acto mediante el cual sustituya la Constitución que lo habilitó 
exclusivamente para reformarla. 
 
Quinto, la Corte ha fijado criterios de prudencia judicial para orientar el 
control de los actos reformatorios de la Carta e impedir que el subjetivismo 
determine la conclusión del juicio de sustitución. En esa dirección, esta 
Corporación ha delineado los rasgos generales del método que ha de 
aplicarse para identificar sustituciones totales o parciales de la Carta, 
aunque no ha desarrollado ni precisado sus componentes.  
 
Sexto, la Corte ha dicho que la aplicación del método para identificar 
sustituciones en ningún caso puede conducir a volver irreformables normas 
de la Carta porque no hay normas pétreas ni principios intangibles en la 






De este modo, en la presente oportunidad la Corte reitera su jurisprudencia 
en el sentido de que el reformador de la Constitución no es soberano y 
ejerce una competencia limitada por las normas adoptadas por la Asamblea 
Constituyente en 1991. Se subraya que, de conformidad con el artículo 374 
de la Carta, la Constitución puede ser “reformada” por el Congreso, no 
derogada, subvertida o sustituida. A su vez, el artículo 380 de la Carta  
permite distinguir entre la derogación de una Constitución, de un lado, y las 
reformas introducidas a una Constitución, de otro, reformas que si bien 
pueden cambiar el contenido de las normas constitucionales no sustituyen 
la Constitución  por otra Carta opuesta o integralmente diferente, como 
sucedió cuando se promulgó la nueva Constitución en 1991. En el artículo 
379 de la Carta  se establece que la Corte debe controlar que el reformador 
respete todos ―los requisitos‖ establecidos en el Título XIII de la 
Constitución, el primero de los cuales es precisamente la competencia del 
órgano que expide la reforma regulada en el primer artículo de dicho Título. 
Esta competencia es un presupuesto para que dicho órgano, en este caso 
el Congreso de la República, pueda luego seguir el trámite para modificar 
validamente la Constitución. El requisito que debe verificar la Corte es que 
el Acto Legislativo sea una reforma, no una derogación o sustitución de la 
Constitución, como lo ordena el artículo 374 en concordancia con el artículo 
380 de la Constitución Política. La Corte enfatiza que el único titular de un 
poder constituyente ilimitado es el pueblo soberano, en virtud del artículo 3º 
de la Carta.  En 1991 el poder constituyente originario estableció un poder 
de reforma de la Constitución, del cual es titular, entre otros, el Congreso 
de la República que es un órgano constituido y limitado por la propia 
Constitución y, por lo tanto, solo puede ejercer sus competencias ―en los 
términos que esta Constitución establece‖, no de manera ilimitada. El 
Congreso, aun cuando reforma la Constitución,  no es el detentador de la 
soberanía que ―reside exclusivamente en el pueblo‖, el único que puede 
crear una nueva Constitución. Adicionalmente, la Corte constató que el 
pueblo puede investir a una Asamblea Constituyente de la competencia 
para expedir una nueva Constitución, posibilidad expresamente permitida 





ser sustituida la Constitución vigente por una opuesta o integralmente 
diferente(SCC 1040 de 2005)‖ 
 
3.1.5 Sentencia C- 972 de 2004 
 
Accionante: Carlos Humberto Isaza Rodríguez 
 
Magistrado ponente: Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA 
 
Demanda: El artículo 6 del Decreto 2207 de 2003 – dictado por el gobierno 
nacional en uso de las facultades conferidas por el parágrafo transitorio del 
artículo 3º del Acto Legislativo 01 de 2003-, mediante el cual se regula el 
porcentaje de votación necesario para obtener financiación estatal de las 
campañas para las elecciones departamentales, municipales y distritales, 




Considera la Corte Constitucional que el decreto 2207 de 2003 es de 
contenido estatutario, toda vez que su objeto regula funciones electorales, de 
movimientos y partidos políticos, los cuales deben ser regulados mediante ley 
estatutaria, tal y como lo dispone el artículo 152 numeral C, ya que se considera 
que ―se trata de un elemento central esencial de la regulación de las funciones 
electorales, por lo cual es materia de reserva de ley estatutaria‖. Pero al 
otorgársele por disposición constitucional la facultad legislativa al Gobierno 
Nacional para legislar en materia estatutaria, ―no significa que pierda vigencia la 
exigencia de que el decreto sea revisado por la Corte Constitucional de manera 
integral, oficiosa y definitiva (SCC 972/2004)‖  
Es importante para el objeto de la presente investigación y por la semejanza 
que tiene con el actuar del legislativo en el trámite del decreto 1351 de 2012, 





el Tribunal Supremo Constitucional agrega que ―la exigencia del control de 
constitucionalidad de los proyectos de ley estatutaria representa una expresión del 
mecanismo de los frenos y contrapesos, dirigido en este caso a impedir que las 
ramas del Poder Público cuyos titulares surgen del voto popular utilicen sus 
atribuciones para eliminar o restringir indebidamente los derechos de las 
personas o el régimen democrático y participativo consagrados en la 
Constitución Política”. (negrilla fuera del texto original) 
 
En el caso del trámite legislativo objeto de la presente investigación, con el 
decreto 1351/2012 se adiciono, al proceso de reforma constitucional, trámites 
adicionales que impidieron la participación del constituyente primario en pro de 
salvaguardar la integridad de la Constitución Política, ante la Corte Constitucional.   
 
3.1.6 Sentencia C- 155 de 2005 
 
Accionante: Yasir Tinoco Palmezano 
 
Magistrado Ponente: Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA 
 
Demanda: Entre otros, sustento la demanda en que el Congreso de la República 
expidió el Acto Legislativo 01 de 2003, y el artículo 12 del mencionado acto 
legislativo modificó el artículo 263 de la Constitución. En el parágrafo transitorio 
del artículo se dispuso que, sin perjuicio de las competencias del Congreso de la 
República, el Consejo Nacional Electoral regularía la materia objeto de este 
artículo para las elecciones de las autoridades territoriales que se celebrarían en 
octubre de 2003.  
 
―Subraya la Corte que la Constitución atribuyó a la Corte Constitucional la 
competencia para conocer de las normas estatutarias, tanto por su rango y 





de la C.P.). Es esta una competencia esencial para garantizar la efectividad del 
principio de supremacía e integridad de la Constitución. 
Al Consejo de Estado (artículo 237 (1) y (2) de la C.P.) la Carta le atribuye 
competencia para pronunciarse sobre las acciones de nulidad por 
inconstitucionalidad contra actos –generalmente administrativos- cuyo 
conocimiento no corresponda a la Corte Constitucional. Al respecto, cabe 
reiterar que una norma cuyo contenido material es propio de la ley 
estatutaria, debe ser revisada por la Corte Constitucional, como lo ha hecho, 
de manera efectiva, tanto con las normas estatutarias contenidas en actos 
del Congreso, es decir con los proyectos de ley estatutaria, como en normas 
con materialidad estatutaria contenidas en actos del gobierno expedidos en 
virtud de excepcionales atribuciones conferidas en disposiciones 
constitucionales transitorias, como sucedió en la sentencia C-972 de 2004”. 
(negrilla fuera del texto original) 
Por consiguiente, la Corte concluye que el Reglamento Nº 01 de 2003 del 
Consejo Nacional Electoral constituye una ley estatutaria en sentido material y 
que, por lo tanto, la Corte es competente para conocer sobre él (SCC 155 de 
2005)‖ 
Relevancia e importancia tiene la presente sentencia, para la investigación, 
pues la Corte Constitucional reconoce que la carta política es la que otorga al 
Consejo de Estado la facultad residual de control difuso de constitucionalidad, 
mediante la acción de nulidad por inconstitucionalidad, contra actos –
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